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Demandante:

Carolina Ballesteros Zapata
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Margarita Ramírez Uribe y otros 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

CONTRATO DE TRABAJO / ELEMENTOS DE LA RELACIÓN LABORAL Y CARGA PROBATORIA / PRINCIPIO DE IGUALDAD / PERSPECTIVA DE GÉNERO APLICADA A TRABAJADORAS DOMÉSTICAS
CONTRATO DE TRABAJO – Concepto, elementos y carga probatoria.

… Con arreglo al artículo 22 del C.S.T. y de S.S., es contrato de trabajo aquél por el cual una persona natural se obliga a prestar un servicio personal a otra persona natural o jurídica, bajo la continuada dependencia o subordinación de la segunda y mediante remuneración. Quien presta el servicio se denomina trabajador, quien lo recibe y remunera, patrono y la remuneración, cualquiera sea su forma, salario. Por su parte, el artículo 23 de la misma obra determina que para que haya contrato de trabajo se requiere la presencia de tres (3) elementos esenciales y concurrentes, de tal suerte que faltando uno solo de ellos se desvirtúa la relación laboral, a saber: prestación personal del servicio, subordinación y remuneración. 

A reglón seguido, el artículo 24 ídem consagra la presunción de que toda relación de trabajo personal estuvo regida por un contrato de trabajo, la cual, en sentir de la doctrina imperante, revierte la carga de la prueba al empleador. En ese sentido, ya de vieja data se tiene esclarecido en la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la C.S. de J., dando alcance a la citada presunción, que "acreditada la prestación personal del servicio, se presume la existencia de la subordinación laboral, por tanto, corresponde al empleador desvirtuarla demostrando que el trabajo se realizó de manera autónoma e independiente”. 

PERSPECTIVA DE GÉNERO – Aplicable a los casos en los cuales las barreras culturales asociadas al género dificultan o impiden el acceso igualitario a la justicia.
… por la subvaloración del trabajo doméstico en nuestra sociedad, es que el asunto amerita fallarse desde el punto de vista probatorio con la aplicación de perspectiva de género, como herramienta para superar, desde la comunidad judicial, las barreras que ponen en desventaja a las empleadas domésticas en los estrados judiciales, especialmente en materia probatoria, pues a pesar de que formalmente la empleada doméstica tiene la obligación de probar, por ejemplo, lo hitos temporales de la relación laboral, la jornada diaria de trabajo, las horas extras de trabajo, la frecuencia de la prestación personal del trabajo, etc., para ellas se torna supremamente difícil hacerse a la prueba porque la mayoría de las veces los únicos testigos directos de la forma como se celebra, se ejecuta y se termina su contrato de trabajo son sus propios patrones o el entorno familiar más cercano a estos. Ello por cuanto el oficio doméstico es un trabajo silencioso que se desarrolla en la soledad de una casa, sin testigos, o a lo sumo en compañía de niños o niñas o personas de la tercera edad o de los propios patrones.
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Pereira, Risaralda, trece (13) de diciembre de dos mil veinticuatro (2024) 
Acta No.198 A del 12 de diciembre de 2024 
La Sala de Decisión Laboral No.4 Presidida por el Magistrado JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ del Tribunal Superior de Pereira, integrada por la Magistrada ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN, quien en esta oportunidad actuará como Ponente, y el Magistrado GERMÁN DARIO GOEZ VINASCO, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso Ordinario Laboral instaurado por Carolina Ballesteros Zapata en contra de Gerardo Ramírez Uribe, María Cristina Ramírez Uribe y Margarita Ramírez Uribe, trámite al que fueron vinculados los Herederos determinados e indeterminados de Magdy Ramírez Uribe y Hernán Ramírez Uribe. 
CUESTIÓN PREVIA

Vencido el término para responder a los requerimientos probatorios decretados mediante proveído del 22 de abril de 2024, reiterados por la Corporación el 17 de julio y el 12 de agosto del mismo año, la Sala prescinde de aquellos que no han sido atendidos. 

Asimismo, dado que el proyecto inicial presentado por el Magistrado Julio César Salazar Muñoz no fue avalado por el resto de la Sala, la Magistrada que le sigue en turno, Dra. Ana Lucía Caicedo Calderón, presenta la ponencia de las mayorías.
PUNTO A TRATAR

Por medio de esta providencia procede la Sala a resolver el grado jurisdiccional de consulta dispuesto a favor de la demandante en la sentencia proferida el 8 de febrero de 2023 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente:
1. 
LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

 

Pretende la señora Carolina Ballesteros Zapata que la justicia laboral declare que entre ella y los demandados Margarita, Cristina y Gerardo Ramírez existió un contrato de trabajo entre el 20 de enero de 2004 y el 20 de octubre de 2017. 
Con base en esa declaración, aspira a que se condene a los accionados a reconocer y pagar las prestaciones sociales, vacaciones, el auxilio de transporte, las sanciones moratorias previstas en los artículos 99 de la Ley 50 de 1990 y 65 del CST, la indemnización por despido sin justa causa, lo que resulte probado extra y ultra petita, así como las costas procesales a su favor.

Para fundar sus pretensiones, refiere que el 20 de enero de 2004 fue vinculada por los demandados mediante contrato verbal a término indefinido, para desempeñar actividades en el servicio doméstico; en torno a esas funciones, ejecutó tareas en el cuidado de mascotas, aseo y limpieza de la vivienda ubicada en la calle 46 N°9-51, barrio Maraya de la ciudad de Pereira, así como preparación de alimentos y en general todas las funciones que le fueran impuestas por los accionados. Para cumplir con todas esas tareas, debió cumplir un horario de trabajo que iba de lunes a sábados desde las 7:00 am hasta las 8:00 pm; el salario que devengó durante toda la relación laboral fue el mínimo legal mensual vigente. Por último, relata que el 20 de octubre de 2017, sus empleadores decidieron dar por terminado el vínculo contractual sin justa causa.

Luego de admitirse la demanda por auto del 19 de septiembre de 2018
, los demandados Margarita, María Cristina y Gerardo Ramírez Uribe
 dieron respuesta a la acción oponiéndose a la totalidad de las pretensiones, manifestando que no han tenido ningún tipo de vínculo laboral, civil o comercial con la señora Carolina Ballesteros Zapata. En su defensa formularon las excepciones de mérito que denominaron: “Inexistencia de la relación contractual laboral”, “Falta de causa para pedir”, “Falta de legitimación en la causa por pasiva”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de la obligación”, “Prescripción” y “Genérica”.

En auto emitido el 30 de agosto de 2021, por esta misma Sala Mayoritaria de Decisión se declaró la nulidad de lo actuado a partir del auto admisorio de la demanda, ordenándosele al juzgado de conocimiento que procediera a vincular al proceso a los herederos determinados e indeterminados de Magdy y Hernán Ramírez Uribe, debiéndose adelantar todos los trámites procesales frente a ellos, pero conservando validez los trámites adelantados frente a los demandados iniciales, entre ellas, las pruebas válidamente decretadas y practicadas al interior del plenario.

En auto de 2 de diciembre de 2021
, el juzgado de conocimiento procedió a obedecer las órdenes impartidas en auto de 30 de agosto de 2021, y en consecuencia procedió con la vinculación de los herederos determinados e indeterminados de Magdy y Hernán Ramírez Uribe; exhortando a la parte interesada que procediera a informar sobre la existencia de los herederos determinados de los vinculados.

En escrito remitido el 13 de diciembre de 2021
, la parte actora, bajo la gravedad de juramento, dijo desconocer quienes eran los herederos determinados de Magdy y Hernán Ramírez Uribe.

Los herederos indeterminados de Magdy y Hernán Ramírez Uribe contestaron la demanda a través de curador ad litem
, manifestando que no existió ningún tipo de relación contractual con la señora Carolina Ballesteros Zapata, razón por la que se opusieron a la prosperidad de las pretensiones elevadas por ella y a renglón seguido propusieron como excepciones de fondo: “Ausencia de causa para pedir”, “Inexistencia de la obligación a cargo de las demandadas”, “Temeridad y mala fe”, “Falta de legitimación por activa” y “Prescripción”.
2.
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

En sentencia de 8 de febrero de 2023, la funcionaria de primera instancia, luego de explicar que los elementos del contrato de trabajo, previstos en el artículo 23 del CST, son la prestación personal del servicio, la continuada dependencia y subordinación, además de la remuneración cancelada como contraprestación del servicio, indicó que el legislador por medio del artículo 24 del CST estableció una presunción a favor de la parte activa de la acción, pues si acredita la prestación personal del servicio, se entiende en principio que fue ejecutada bajo los presupuestos de un contrato de trabajo, correspondiéndole entonces a la parte pasiva demostrar que los servicios no fueron prestados bajo la continuada dependencia y subordinación o que no se ejecutaban por remuneración, para de esa manera liberarse de las consecuencias económicas que genera un vínculo de orden laboral.

Al descender al caso en concreto, determinó la falladora de primer grado que la parte actora no cumplió con la carga probatoria que le correspondía, esto es, la de probar la prestación personal del servicio, ya que la única prueba con la que se aspiraba probar ese aspecto fue el testimonio del señor Oscar Julián Álvarez quien no tuvo conocimiento directo sobre los supuestos servicios prestados por la accionante a favor de los demandados, pues el conocimiento de sus dichos emergía de lo que la propia actora le contaba y no porque él lo hubiese podido constatar de manera directa.

Posteriormente, tuvo en cuenta que, a pesar de que la señora Cristina Ramírez Uribe sostuvo en el interrogatorio de parte que la señora Carolina Ballesteros Zapata prestaba sus servicios de manera eventual a favor de su hermana Magdy Ramírez Uribe, antes de que ella falleciera, la verdad es que tampoco habría lugar a emitir ninguna condena en contra de sus herederos, por cuanto en el plenario no quedaron acreditados los extremos temporales de esa relación contractual.

De conformidad con lo expuesto, negó la totalidad de las pretensiones de la demanda y condenó en costas procesales a la parte actora en un 100% a favor de los accionados.

No hubo apelación de la sentencia, por lo que, al haber resultado la decisión completamente desfavorable a los intereses de la parte actora, dispuso el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

3.

PROCEDENCIA DE LA CONSULTA.



De conformidad con el artículo 69 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, es procedente el grado jurisdiccional denominado consulta, cuando la sentencia de primera instancia fuere totalmente adversa a las pretensiones de la trabajadora y la misma no hubiere sido recurrida, como ocurrió en el presente asunto. 

4.
ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

  

Conforme se señala en la constancia de secretaría, las partes dejaron transcurrir en silencio el plazo otorgado para presentar alegatos de conclusión. Por su parte, el Ministerio Público no emitió concepto en el presente asunto. 

5.
PROBLEMAS JURÍDICOS 


El problema jurídico en esta instancia de consulta se centra en dar respuesta a los siguientes interrogantes: 

1. ¿cumplió la demandante Carolina Ballesteros Zapata con la carga probatoria que le correspondía consistente en demostrar la prestación personal del servicio y los hitos temporales de la relación? 
2. Conforme con la respuesta al interrogante anterior ¿hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?
6.
CONSIDERACIONES
6.1. Contrato de trabajo – carga probatoria del trabajador

Con arreglo al artículo 22 del C.S.T. y de S.S., es contrato de trabajo aquél por el cual una persona natural se obliga a prestar un servicio personal a otra persona natural o jurídica, bajo la continuada dependencia o subordinación de la segunda y mediante remuneración. Quien presta el servicio se denomina trabajador, quien lo recibe y remunera, patrono y la remuneración, cualquiera sea su forma, salario.

Por su parte, el artículo 23 de la misma obra determina que para que haya contrato de trabajo se requiere la presencia de tres (3) elementos esenciales y concurrentes, de tal suerte que faltando uno solo de ellos se desvirtúa la relación laboral, a saber: prestación personal del servicio, subordinación y remuneración. 

A reglón seguido, el artículo 24 ídem consagra la presunción de que toda relación de trabajo personal estuvo regida por un contrato de trabajo, la cual, en sentir de la doctrina imperante, revierte la carga de la prueba al empleador. En ese sentido, ya de vieja data se tiene esclarecido en la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la C.S. de J., dando alcance a la citada presunción, que "acreditada la prestación personal del servicio, se presume la existencia de la subordinación laboral, por tanto, corresponde al empleador desvirtuarla demostrando que el trabajo se realizó de manera autónoma e independiente”. 

De acuerdo con lo anterior, por el alcance efectivo de la mentada presunción, el juez no tiene por qué verificar si en la relación tuvo lugar la subordinación y dependencia del prestador del servicio al contratante o beneficiario del trabajo, sino que su labor se limita a indagar si aquella se desvirtuó (SL-3009-2017 del 15/feb/17, M.P. Gerardo Botero Zuluaga)
. 

Sin embargo, el máximo órgano de cierre en la sentencia SL-2345 de 2020 aclaró que, para dar paso a la presunción el artículo 24 C.S.T., es necesario que el trabajador demuestre que desplegó la prestación personal en favor de quien convoca al litigio, y que, además, le compete acreditar los extremos temporales, el monto del salario, la jornada laboral, el trabajo en tiempo suplementario y el hecho del despido, entre otros aspectos, tal como ha sido reiterado en la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia (ver, entre otras, CSJ SL-16110 de 2015, CSJ SL- 3183 de 2021).
Aunado a lo anterior, con ponencia de quien aquí cumple igual encargo, esta Corporación ha señalado que la acreditación de la prestación personal de un servicio no releva al gestor de la demanda de acreditar otra serie aspectos inherentes al surgimiento del contrato de trabajo, pues el artículo 38 del C.S.T., aplicable en armonía con el artículo 24 de la misma obra, dispone que cuando el contrato de trabajo sea verbal el empleador y el trabajador deben ponerse de acuerdo, al menos acerca de los siguientes puntos: 1) la índole del trabajo y el sitio donde ha de realizarse; 2) la cuantía y forma de remuneración y, 3) la duración del contrato.

6.2. Trabajadores y trabajadoras del servicio doméstico. 

El Decreto 824 de 1988, definió que los trabajadores y trabajadoras del servicio doméstico son aquellas que a cambio de una remuneración prestan su servicio personal en forma directa, de manera habitual, bajo continuada subordinación o dependencia, residiendo o no en el lugar del trabajo, a una o a varias personas naturales, en la ejecución de tareas de aseo, cocina, lavado, planchado, vigilancia de niños y demás labores inherentes al hogar. 

6.3. Necesidad de aplicar perspectiva de género al presente asunto por la condición de empleada doméstica que ostenta la demandante.
En relación con la situación de vulnerabilidad del servicio doméstico y la necesidad de reconocimiento y protección del Estado, la Corte Constitucional, en la sentencia C-310 de 2007, indicó lo siguiente:  

“Tradicionalmente al servicio doméstico se le ha restado importancia jurídica, económica y social, al estar destinado a reemplazar o complementar la labor del ama de casa que, como tal, es considerada económicamente inactiva. Se trata, como lo han hecho ver estudios especializados, de una actividad “invisible” para el resto de la sociedad. 

Contribuyen a esta percepción los análisis estadísticos que asimilan el grupo familiar a mera unidad de consumo, ignorando que las labores desarrolladas en su seno también contribuyen a la producción y a la reproducción social. Además, gravita la creencia equivocada según la cual quienes desempeñan labores domésticas por cuenta ajena no son trabajadores, pues sólo lo son quienes poseen un empleo convencional que les demanda dedicación de tiempo, por el cual perciben un ingreso. (…). Así mismo, pese a la influencia que en los últimos tiempos han tenido las políticas de género, aún hay quienes creen, sin razón, que basta con “ser mujer” para ejercer tareas del hogar socialmente poco valoradas, prejuicio que quizás explica por qué históricamente la participación femenina en este tipo de labor es muy significativa. (…) En suma: el trabajo doméstico, por sus especiales características y la situación de vulnerabilidad de quienes lo ejecutan, demanda la protección del Estado a fin de que sea reconocido legal y socialmente como una actividad laboral, merecedora equitativamente de los derechos respectivos” 

Esa subvaloración se vio reflejada en las normas que regularon el trabajo doméstico, en las cuales se hizo un trato diferenciado e injustificado con el resto de trabajadores, de modo que el trato discriminatorio no solo fue cultural sino también legal, razón por la cual tuvo que intervenir la Organización Internacional del Trabajo (OIT) a efectos de recuperar la dignidad de los trabajos domésticos y de quienes lo ejercen, al tiempo que en nuestro país la Corte Constitucional poco a poco a través de la acción de constitucionalidad y la acción de revisión por vía de tutela ha ido recuperando los espacios y derechos que por muchísimo tiempo se les negó a las empleadas domésticas.  

De igual manera, y teniendo en cuenta que, en la distribución de los roles de género, el trabajo doméstico se atribuyó históricamente a las mujeres, y que por cuenta de su ejercicio han sido permanentemente discriminadas, el esfuerzo de todos los tratados internacionales en la lucha denodada por erradicar todas las formas de violencia en contra de las mujeres ha encontrado en la perspectiva de género, una herramienta valiosa para superar el trato diferenciado de género.  

Por esa razón, en el presente caso, teniendo la parte demandante la calidad de mujer- empleada doméstica, la aplicación de la perspectiva de género se hace necesaria, no solo para superar el estereotipo social que subvalora e invisibiliza el trabajo doméstico, sino para flexibilizar las reglas probatorias. 
6.4. Valoración probatoria en los asuntos de las mujeres que prestan servicios domésticos.
La aplicación de la perspectiva de género permite visibilizar la importancia de los trabajos domésticos en el desarrollo de una sociedad, asignados en nuestra cultura colombiana a las mujeres, pues le permite a quien o quienes se benefician de él, gozar de un mayor bienestar que se traduce en una alta productividad y una mejor calidad de vida, pues de esa actividad no sólo se favorece quien la contrató sino todos los que viven en la casa. Invisibilizar o menospreciar las tareas domésticas perpetua la subvaloración del trabajo femenino, ya que a pesar de que la Constitución y el Código Sustantivo del Trabajo regulan los derechos mínimos laborales de las empleadas domésticas, en la práctica se las sigue contratando informalmente con ausencia de la mayoría de las prerrogativas laborales a que tienen derecho, tal como se evidencia en este asunto como se verá más adelante. 

Por esa razón, esto es, por la subvaloración del trabajo doméstico en nuestra sociedad, es que el asunto amerita fallarse desde el punto de vista probatorio con la aplicación de perspectiva de género, como herramienta para superar, desde la comunidad judicial, las barreras que ponen en desventaja a las empleadas domésticas en los estrados judiciales, especialmente en materia probatoria, pues a pesar de que formalmente la empleada doméstica tiene la obligación de probar, por ejemplo, lo hitos temporales de la relación laboral, la jornada diaria de trabajo, las horas extras de trabajo, la frecuencia de la prestación personal del trabajo, etc., para ellas se torna supremamente difícil hacerse a la prueba porque la mayoría de las veces los únicos testigos directos de la forma como se celebra, se ejecuta y se termina su contrato de trabajo son sus propios patrones o el entorno familiar más cercano a estos. Ello por cuanto el oficio doméstico es un trabajo silencioso que se desarrolla en la soledad de una casa, sin testigos, o a lo sumo en compañía de niños o niñas o personas de la tercera edad o de los propios patrones.

6.5. Perspectiva de género, enfoque diferencial y flexibilización probatoria.
Al amparo de los compromisos internacionales de Colombia, los funcionarios judiciales tenemos el deber funcional de aplicar el derecho a la igualdad dentro de las decisiones judiciales, para efectos de disminuir la violencia y la discriminación frente a grupos desprotegidos y débiles, como ocurre con la mujer.  Es decir, como lo señaló la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, juzgar con perspectiva de género, supone recibir la causa y analizar si en ella se vislumbran situaciones de discriminación (o categorías sospechosas) entre los sujetos del proceso o asimetrías que obliguen a dilucidar la prueba y valorarla de forma diferente, lo que implica “aplicar justicia no con rostro de mujer ni con rostro de hombre, sino con rostro humano” (C.S.J. SC, Sentencia STC-126252018, M.P. Margarita Cabello Blanco). 

En asuntos con rasgos fácticos similares al presente, esta Sala con ponencia de quien aquí tiene igual encargo, ha explicado que abordar un caso con perspectiva de género implica, entre otras cosas, privilegiar el uso de la prueba indiciaria, flexibilizar la valoración de los testimonios de oídas, ante la imposibilidad de obtener la prueba directa, en aquellos casos en los cuales los hechos se desarrollan en espacios privados. 

Verbi gracia, en la sentencia del 28/abr/2017, Rad. 2015-00215, se precisó que la aplicación de la perspectiva de género se hace necesaria no solo para superar el estereotipo social que subvalora e invisibiliza el trabajo doméstico, “sino porque de las pruebas del proceso se observa que dicha subvaloración e invisibilización se hizo evidente en el comportamiento que desplegó la empleadora en la contratación, ejecución y terminación del contrato de la demandante”. En otras palabras, en el comportamiento de la empleadora, se perpetúa la discriminación de género contra las mujeres que realizan trabajos domésticos. Y ante dichas particularidades, se concluyó que el asunto ciertamente ameritaba “una flexibilización en la valoración probatoria en aplicación de la perspectiva de género en favor de un grupo de mujeres históricamente discriminadas”. 

6.6. Los extremos de la relación laboral.
Para efectos de poder determinar los derechos que le asisten a la trabajadora que asegura haber tenido una relación laboral, es indispensable contar con los extremos en que se llevó a cabo la prestación de los servicios subordinados, porque sin ellos resulta imposible proferir las condenas solicitadas, en la medida en que no le es dable a los jueces laborales hacer liquidaciones de prestaciones sociales partiendo de simples supuestos, carentes de respaldo probatorio.

Sin embargo, desde la sentencia del 22 de marzo de 2006 Rad. 25580, reiterada en decisiones del 28 de abril de 2009 Rad. 33849, 6 de marzo de 2012 Rad. 42167 y SL-905-2013 Rad. 37865, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, enseñó:

“(…) Aunque no se encuentra precisada con exactitud la vigencia del contrato de trabajo, esta podría ser establecida en forma aproximada acudiendo a reiterada jurisprudencia sentada desde los tiempos del extinto Tribunal Supremo del Trabajo, según la cual cuando no se puedan dar por probadas las fechas precisas de inicio y terminación de la relación laboral, pero se tenga seguridad de acuerdo con los medios probatorios allegados sobre la prestación del servicio en un periodo de tiempo que a pesar de no concordar exactamente con la realidad da certeza de que en ese lapso ella se dio, habrá de tomarse como referente para el cálculo de los derechos laborales del trabajador. 
En sentencia de 27 de enero de 1954, precisó el Tribunal Supremo:
En el sub examine se conocen el año y el mes, pero no el día en que empezó y terminó la relación; de acuerdo con el criterio anterior, habría de entenderse como probado el extremo inicial del vínculo laboral a partir del último día de noviembre del año 2000, y como extremo final, el señalado por el actor en la demanda, es decir, el 23 de diciembre de ese año, por estar dentro del espacio temporal que quedó probado. Así, se habría establecido que el contrato tuvo vigencia entre el 30 de noviembre y el 23 de diciembre de 2000” (resalta la Sala).

En similares términos falló la Corte Suprema de Justicia en la sentencia bajo radicado 45051 del 16 de noviembre de 2016, en la que explicó: 

“El hito inicial será el último día del mes o año aludido, pues se tendría la convicción que por los menos ese día lo trabajó, empero frente al extremo final siguiendo las mismas directrices sería el primer día del primer mes, pues por lo menos un día de esa anualidad pudo haberlo laborado” (énfasis de la Corporación).
6.7. Caso concreto
Con el objeto de definir la litis, fueron escuchados en interrogatorio de parte la demandante, Carolina Ballesteros Zapata, y los codemandados Cristina y Gerardo Ramírez Uribe. Así mismo, por petición de la parte actora fue oída la declaración del señor Julián Álvarez y, por solicitud de los demandados, se oyeron los testimonios de Catalina Ramírez Álvarez, Luz Patricia Álvarez Londoño y Manuel Alberto Ramírez Uribe.

Respecto a los interrogatorios de parte, no existe duda que ellos, a pesar de ser una prueba que debe analizarse y valorarse dentro de las reglas de la sana crítica, lo cierto es que, como contundentemente lo explica el Miguel Enrique Rojas Gómez en su obra “Lecciones de Derecho Procesal”, ningún mérito probatorio puede otorgársele a la narración que la parte haga en el interrogatorio para beneficio propio
; sin embargo, se ha dotado de gran importancia a las manifestaciones de la parte activa de la litis, para efectos de valorar, corroborar y verificar la consistencia de la declaración de parte con la de los terceros. 

En ese contexto, a efectos de valorar lo dicho por la demandante Carolina Ballesteros Zapata en el interrogatorio de parte, debe recordarse que, al iniciar la presente acción, ella de manera general sostuvo que prestó sus servicios de manera continua e ininterrumpida a favor de los demandados Margarita, Cristina y Gerardo Ramírez entre el 20 de enero de 2004 y el 20 de octubre de 2017, cumpliendo un horario de trabajo de lunes a sábado de 7:00 a.m. a 8:00 p.m.

No obstante, al absolver el interrogatorio de parte, esa versión de la demanda sufrió modificaciones que no pueden pasarse por alto, ya que, en todo su relato, nunca identificó al señor Gerardo Ramírez como uno de sus empleadores, como inicialmente lo había expuesto en la demanda, pues sostuvo que la contratación la hizo Margarita Ramírez, junto con una hermana de esa, llamada Magdy, que ya falleció; respuesta que fue coincidente en dos oportunidades, y explicaría por qué el demandado Gerardo Ramírez negó que conocía  a la demandante. 

Además, lo anterior coincide parcialmente con lo manifestado por la codemandada María Cristina, quien aseguró que conoció a la demandante, porque laboró para su hermana Magdy Ramírez Uribe, quien falleció en el 2006, en la casa ubicada en la calle 46 No 9-51 en el barrio Maraya, donde vivía ella, Margarita, Magdy y Hernán Ramírez, últimos fallecidos. 

En este orden, prima facie lo manifestado por la señora María Cristina, llevaría a concluir que la demandante únicamente prestó un servicio en favor de la señora Magdy Ramírez, quien de acuerdo con el registro de defunción falleció el 21 de enero de 2006. 

Sin embargo, el testigo de la parte demandante, Oscar Julián Álvarez, también reconoció a la señora Margarita Ramírez y a la otra codemandada María Cristina Ramírez, como empleadoras de la demandante, dado que explicó que en varias ocasiones transportó a esta última al lugar de trabajo en el barrio Maraya y en una de esas oportunidades, coincidió con las codemandadas en mención, cuando estaban en la puerta de la casa donde habitualmente dejaba a la demandante, y esta le manifestó que una de ellas se llamaba Margarita y era su empleadora, y la otra era la abogada, con quien se entendía, y agregó que de vez en cuando también lo hacía con un hermano. 

Dadas las condiciones propias del servicio doméstico, este testimonio reviste gran importancia para el litigio, pues, aunque no fue un testigo directo de las funciones que desarrollaba la empleada dentro del hogar, sí presenció los actos previos y posteriores a dicha labor, es decir, las actividades relacionadas con el transporte hasta el lugar de trabajo y la hora de salida del mismo, actividades que no pueden pasarse por alto por la judicatura, pues todo trabajador necesariamente requiere desplazarse desde su casa hasta el lugar de trabajo y viceversa, salvo que se trate de una trabajadora interna, que no es el caso. Esta percepción directa de la hora de entrada y de salida de Carolina le permitió al testigo reconocer a las personas que habitaban el inmueble. En resumen, el testigo presenció que Carolina, sin tener ningún vínculo de amistad o familiar con los miembros de la familia demandada, acudía a esa vivienda donde permanecía desde las 7:00 a.m. hasta las 8:00 p.m., de lo que se infiere (indicio) que ella iba hasta esa casa por razones laborales. 
Si a lo anterior le sumamos la declaración del testigo según el cual la señora Carolina Ballesteros, como labor productiva se dedicaba a prestar servicios de limpieza, todo ello constituye un claro indicio de que la razón por la cual acudía a ese inmueble era para prestar el servicio de limpieza doméstico, pues de acuerdo con la declaración de María Cristina Ramírez, su hermana Magdy contrató a la demandante con ese fin, por lo que no es nada extraño que ante la muerte de esta, el núcleo familiar que habitaba la vivienda continuara con el servicio prestado por la gestora de la litis, pues en últimas, por la naturaleza de la labor, esencialmente de aseo de la vivienda, esta redundaba en beneficio de todos los que allí habitaban. 

 
Lo anterior, cobra especial relevancia si se tiene en cuenta que la misma demandada María Cristina señaló que a falta de su hermana Magdy Ramírez, las obligaciones de índole laboral, como lo era el pago de las empleadas domésticas fueron asumidas por su hermano Hernán Ramírez Uribe, quien falleció el 15 de octubre de 2017.

Ahora, aunque es evidente que la parte pasiva de la litis desconoce el servicio prestado por la señora Carolina Ballesteros, y los testigos también desconocen a la demandante, lo cierto es que sus declaraciones no son coincidentes y pueden calificarse de evasivas y parcializadas por las siguientes razones: 

En primer término, la codemandada Cristina, no desconoce la prestación del servicio doméstico desplegado por Carolina Ballesteros, pero afirmando que este tuvo lugar en el año 2006, debido a que le endilga la calidad de empleadora a la señora Magdy Ramírez. Los testigos convocados al litigio por la codemandada, a saber, Carolina Ramírez (sobrina de los demandados), Manuel Alberto Ramírez (hermano de los demandados) y Luz Patricia Álvarez Londoño (esposa de Manuel Alberto Ramírez) negaron de forma tajante conocer a la demandante y con ello que hubiera prestado sus servicios en favor de los miembros de la familia convocados al litigio.

Asimismo, suena increíble que, si era costumbre de la familia tener dos empleadas de servicio, una de forma permanente y otra que iba a hacer aseo general de vez en cuando, como lo aseguró María Cristina, los testigos solo recordarán la presencia de Martha Morales, como la persona encargada de los servicios domésticos, y no identificaran de igual forma a la otra trabajadora, cuya presencia en la casa era muy importante aunque menos habitual, lo que lleva a concluir que el lugar de la empleada doméstica que prestaba el servicio para hacer aseo general fue ocupado por la promotora del litigio. 
Para reforzar lo anterior, la promotora de la litis identificó como compañera de trabajo en la casa de los demandados a una persona llamada Martha, que coincide con la persona que Luz Patricia, María Cristina y Manuel Alberto Ramírez, reconocieron como la empleada de servicio doméstico de la familia. Ello quiere decir que la señora Carolina no era ajena a la vida casera de los demandados, pues no de otro modo se podría explicar que conociera el nombre de quien de manera habitual y permanente prestaba allí sus servicios en las tareas domésticas del hogar.
 Tampoco es de recibo la insinuación de la codemandada María Cristina, en el sentido de que su contraparte conoció la casa donde ella y sus hermanos vivían haciendo uso de herramientas tecnológicas como Google Maps, pues esta afirmación, sin sustento, desconoce que el señor Julián también tuvo conocimiento del inmueble, precisamente porque transportaba a Carolina al lugar de trabajo. 

Del mismo modo, la accionante recordó con total claridad que la señora Magdy falleció en el 2006 y que el señor Hernán Ramírez Uribe muriera tres años antes de la calenda en que rindió declaración (2020), esto es, en el 2017, aspectos que se ratifican con los certificados de defunción decretados en esta instancia procesal
, de los cuales se extrae que la señora Magdy Ramírez Uribe, falleció el 21 de enero de 2006 y Hernán Ramírez Uribe el 15 de octubre de 2017, hechos que dilucidan la cercanía de la demandante con las personas que convocó al litigio. 

La declaración de parte de la demandante, a su vez, concuerda con la de la demandada María Cristina Ramírez, en cuanto a que el horario en que está última permanecía por fuera del inmueble, por cuestiones laborales, era de 7 de la mañana a 8 de la noche, aspecto que solo ratifica que la accionante conocía las actividades ordinarias de la vivienda y que encuentra respaldo en la declaración del testigo Oscar Julián Álvarez, quien expresó que el horario de ingreso y salida de la gestora de la litis era en esa franja horaria, pues aunque la transportó de forma ocasional recordó, que llevó a la demandante al lugar de trabajo a las 7:00 a.m. y la recogió a las 8:00 u 8:15 p.m. 

Por último, cuando los testigos de la parte demandada Manuel Alberto Ramírez y su esposa, Luz Patricia Álvarez Londoño respondieron a la pregunta formulada por el apoderado de la parte demandada sobre si acudían a la vivienda donde la demandante prestó el servicio en un vehículo color gris, con el fin de demostrar por medio de indicios que su prohijada laboró en la vivienda ubicada en la calle 46 N°9-51, barrio Maraya, evadieron que tuvieron un vehículo de ese color; sin embargo, basta con revisar la certificación emitida por el Instituto de Movilidad de Pereira, obtenida a raíz del despliegue oficioso en esta instancia procesal, para constatar que el señor Manuel Alberto Ramírez fue propietario del vehículo campero de placas PFG753, color gris metálico, desde el 29 de mayo de 2007 hasta el 23 de diciembre de 2008, esto es, dentro de los extremos que reclama la gestora del litigio, lo cual sin lugar a dudas afianza el convencimiento de que la actora no era ajena al grupo familiar al haberle prestado servicios entre 2006 y 2017. 

Nótese que, conforme a lo expuesto, en especial en las declaraciones rendidas por la demandada Cristina Ramírez Uribe y el testigo Oscar Julián Álvarez se demostró que la señora Carolina Ballesteros Zapata prestó sus servicios a favor de los hermanos Magdy, Margarita, Cristina y Hernán Ramírez Uribe, quienes fueron las personas que vivían en ese inmueble,  por lo que de acuerdo con lo previsto en el artículo 24 del CST, opera en favor de la demandante la presunción consistente en que esos servicios fueron prestados bajo los presupuestos de un contrato de trabajo; sin que se hubiera desvirtuado tal aspecto, debido a que la parte pasiva de la litis encaminó su defensa únicamente a desconocer el servicio prestado por la promotora del litigio. 

En lo que atañe a los extremos de la relación de trabajo, señaló la gestora de la litis en la demanda que está se desplegó desde el 20 de enero de 2004 hasta el 20 de octubre de 2017, de forma ininterrumpida, de lunes a sábado, de 7:00 a.m. a 8:00 p.m.; condiciones que fueron ratificadas en el interrogatorio de parte a respuestas elevadas por la titular del juzgado; sin embargo, más adelante, cuando la apoderada judicial de la parte demandada la indagó frente al mismo punto, la accionante respondió que en una primera oportunidad había prestado sus servicios de esa manera, pero que después lo había hecho por días, sin ubicar con exactitud los interregnos de esos dos momentos.

Ahora, pese a la inexactitud del relato de la demandante respecto a la frecuencia en la prestación del servicio, que en principio hace parecer insalvable la acción judicial, lo cierto es que por el grado escolar de la demandante (segundo de primaria) es apenas lógico que datos de tal precisión le resulten ajenos o de difícil recordación, como quiera que ni siquiera pudo recordar su año de nacimiento y, por tanto, la vaguedad solo compromete la continuidad o frecuencia del servicio que se reclama, pero no el servicio en sí mismo. 

Sobre este aspecto, la codemandada María Cristina Ramírez señaló que la demandante trabajó bajo el mando se su hermana Magdy, quien falleció el 22 de enero de 2006, después adujo que no la volvió a ver. Añadió que Martha fue empleada doméstica por más de 10 años hasta marzo que inició la cuarentena (2020), y reiteró que eran dos empleadas, ella y otra que iba de vez en cuando a hacer aseo general, agregó que las personas encargadas de realizar los pagos a las empleadas fueron su madre, cuando esta falleció, Magdy, y después Hernán Ramírez Uribe. 

Sin embargo, nótese que, la demandada María Cristina se contradice, pues, si la señora Martha Molares, les prestó servicios hasta el 2020, es evidente que después de la muerte del señor Hernán Ramírez Uribe, el 15 de octubre de 2017, los habitantes de la vivienda, en este caso María Cristina y Margarita Ramírez, continuaron contratando el servicio doméstico.   

En ese orden de ideas, atendiendo que la gestora de la litis concuerda en que fue contratada por la señora Magdy Ramírez, y que la codemandada María Cristina Ramírez expresó que era costumbre del núcleo familiar tener dos prestadoras del servicio doméstico (una para la cocina y otra para el aseo), Martha Morales, quien a su juicio lo hizo de forma permanente y por 10 años hasta el 2020, y otra para servicios generales de vez en cuando, última condición que concuerda con la confesión de la demandante donde expuso que sus servicios se desplegaron por días, habrá de concluirse que, a la luz de los preceptos jurisprudenciales y las reglas de la experiencia,  la gestora de la litis, por lo menos tuvo que prestar el servicio una vez por semana desde el 20 de enero de 2006, data anterior al fallecimiento de Magdy Ramírez, quien a juicio de ambos extremos litigiosos contrató a la demandante, y hasta el 16 de octubre de 2017, que es la fecha final indicada por la propia accionante en el interrogatorio de parte, pues de otra manera implicaría extender el servicio hasta el 2020, y con ello desconocer la confesión de la demandante. 

Lo anterior, con sustento, en la valoración probatoria que antecede, pues como se indicó en el plenario quedó demostrado que la familia por costumbre contrataba dos empleadas domésticas, lo que quiere decir que para su bienestar era imprescindible contar no solo con una persona que se hiciera cargo de la cocina (función diaria a cargo de Martha) sino otra que se haga cargo del aseo, labor que si bien no necesariamente es diaria, por regla general se contrata por lo menos una vez a la semana, máxime cuando la familia está integrada por varias personas, algunas mayores de edad (como en este caso Margarita Ramírez Uribe, María Cristina Ramírez Uribe, Magdy Ramírez Uribe y Hernán Ramírez Uribe) evento en el cual el aseo es fundamental. De esa labor se encargaba Carolina, cuya práctica se extendió hasta el 16 de octubre de 2017, después del fallecimiento del señor Hernán Ramírez (15 de octubre de 2017).
Resultaría extraño que, en una familia de las características de la parte demandada, se contratara el aseo con menos regularidad que una vez por semana, por ejemplo, cada 15 días, a pesar del número de habitantes, en edades adultas que requieren no solo de una buena alimentación sino de un aseo prolijo de su ropa, su cama, los baños, los sanitarios, etc. 
Vale la pena recordar que en este tipo de litigios donde se debaten causas litigiosas de sujetos procesales con bajo nivel de escolaridad que son contratadas como empleadas de servicio doméstico, cuya labor se despliega en espacios privados y cerrados, los jueces están llamados, en virtud del artículo 13 de la Constitución Nacional, a promover las condiciones para adoptar medidas afirmativas en favor de este grupo discriminado o marginado. 
En estos términos, ante la falta de prueba diáfana de los días en que se desplegó el servicio, atendiendo las reglas jurisprudenciales para este tipo de casos, se declarará que la señora Carolina Ballesteros laboró 4 días al mes desde el 20 de enero de 2006 hasta el 16 de octubre de 2017 con los demandados que habitaron la vivienda donde se prestó el servicio, esto es la totalidad de los convocados, a excepción de Gerardo Ramírez Uribe, por las razones que arriba se explicaron-. 

En ese orden de ideas, se declarará la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido entre la demandante y las demandadas Margarita Ramírez Uribe y María Cristina Ramírez Uribe, desde el 20 de enero de 2006 hasta el 16 de octubre de 2017, en virtud de la sustitución patronal (artículo 67 C.S.T), pues a falta de los demandados fallecidos, el contracto subsistió en cabeza de los demás miembros del hogar, esto es las codemandadas en mención. 
En consecuencia, teniendo en cuenta que Magdy y Hernán Ramírez fallecieron en el curso de la relación de trabajo y que la relación del servicio se probó de forma continua a efectos de dar paso a la figura de la sustitución patronal (artículo 69 C.S.T), los convocados deberán responder solidariamente por los derechos exigibles por la trabajadora en los siguientes interregnos: 
1) Herederos determinados e indeterminados de la señora Magdy Ramírez Uribe y del señor Hernán Ramírez Uribe, Margarita Ramírez Uribe y María Cristina Ramírez Uribe por las obligaciones exigibles durante el 20 de enero de 2006, es decir, las causadas el primer día de trabajo. 
2) Herederos determinados e indeterminados señor Hernán Ramírez Uribe, Margarita Ramírez Uribe y María Cristina Ramírez Uribe por las obligaciones exigibles desde el 21 de enero de 2006 hasta el 14 de octubre de 2017 (calenda anterior al fallecimiento del señor Hernán Ramírez Uribe).
3) Margarita Ramírez Uribe y María Cristina Ramírez Uribe por lo exigible entre el 15 y el 16 de octubre de 2017. 
6.8. Cuantificación de las condenas.

Resuelto lo anterior, procede la judicatura a evaluar la procedencia de los emolumentos laborales pretendidos, previo a lo cual, se indicará que las acreencias causadas con antelación al 24 de agosto de 2015 se encuentran cobijadas por el fenómeno extintivo trienal, dado que la acción judicial, por medio de la cual se interrumpió, se interpuso el mismo día y mes de 2018
 y se notificó en la misma anualidad. 
Como en el plenario quedó probado que la señora Carolina Ballesteros prestó sus servicios por lo menos cuatro veces al mes, y sin que exista prueba del salario que le era cancelado, aquel debe calcularse, por ley, por lo menos a un día de salario mínimo mensual legal vigente, por lo que se procederá a definir cuál es el salario base de liquidación mensual para efectuar los cálculos correspondientes en aras de fijas el monto de las condenas. 
Como en otras oportunidades ha explicado esta Corporación
, para efectos de la liquidación de prestaciones sociales de personas que trabajan por días, debe proyectarse el salario mensual devengado por la trabajadora así: salario devengado en la semana, dividido por 7, lo que arroja el salario diario proyectado, que a su vez debe ser multiplicado por 30, para obtener el valor del salario mensual. Valga aclarar que en caso de ser inferior al salario mínimo mensual legal vigente no desconoce los derechos mínimos de la trabajadora, debido a que la remuneración procede de una jornada parcial, como lo permite el numeral 3 del artículo 147 del Código Sustantivo del Trabajo. 

 Aplicado lo anterior, en el caso de la demandante se obtiene el siguiente salario base de liquidación: 
	AÑO
	SMLDV
	SALARIO MENSUAL

	2006
	$ 13.600
	$ 58.286

	2007
	$ 14.457
	$ 61.957

	2008
	$ 15.383
	$ 65.929

	2009
	$ 16.563
	$ 70.986

	2010
	$ 17.167
	$ 73.571

	2011
	$ 17.853
	$ 76.514

	2012
	$ 18.890
	$ 80.957

	2013
	$ 19.650
	$ 84.214

	2014
	$ 20.533
	$ 88.000

	2015
	$ 21.478
	$ 92.050

	2016
	$ 22.982
	$ 98.494

	2017
	$ 24.591
	$ 105.388


Auxilio de transporte: El auxilio de transporte fue instituido por la Ley 15 de 1959 como una asistencia económica específica para cubrir los gastos de desplazamiento al lugar de trabajo de los empleados que devengan menos de 2 salarios mínimos mensuales vigentes. En ese orden de ideas, no es obligatorio el reconocimiento de este emolumento, cuando: 1) El salario del trabajador supera los dos salarios mínimos, 2) La empresa suministra el transporte de forma gratuita (artículo 4 Ley 15 de 1959), 3) El trabajador reside en el mismo lugar de trabajo (CSJ SL 4267-2022), y 4) El empleado no está obligado a trasladarse a una determinada sede patronal para cumplir cabalmente sus funciones (CSJ SL1950, 1 de julio de 1988), y 5) El traslado al lugar de trabajo no implica ningún costo adicional o esfuerzo significativo (CSJ SL 2169-2019). 

De acuerdo con las consideraciones anteriores, se desprende del testimonio del señor Óscar Julián Álvarez que la demandante residía en un lugar distinto a su sitio de trabajo y, para llegar a este, debía utilizar el servicio de transporte público, cuando él no podía llevarla en su motocicleta. Así, no se requieren mayores elucubraciones para concluir que la accionante incurrió en un costo adicional de transporte para llegar a su lugar de trabajo, lo cual le da derecho al pago del emolumento que reclama por los días en los que acudió a prestar el servicio, así: 
	DESDE
	HASTA
	No DIAS
	AUX. TRANSPORTE
	TOTAL

	21/01/2006
	31/12/2006
	45
	$ 47.700
	prescrito

	1/01/2007
	31/12/2007
	48
	$ 50.800
	prescrito

	1/01/2008
	31/12/2008
	48
	$ 55.000
	prescrito

	1/01/2009
	31/12/2009
	48
	$ 59.300
	prescrito

	1/01/2010
	31/12/2010
	48
	$ 61.500
	prescrito

	1/01/2011
	31/12/2011
	48
	$ 63.600
	prescrito

	1/01/2012
	31/12/2012
	48
	$ 67.800
	prescrito

	1/01/2013
	31/12/2013
	48
	$ 70.500
	prescrito

	1/01/2014
	31/12/2014
	48
	$ 72.500
	prescrito

	1/01/2015
	24/08/2015
	31
	$ 74.000
	prescrito

	25/08/2015
	31/12/2015
	17
	$ 74.000
	$ 41.933

	1/01/2016
	31/12/2016
	48
	$ 77.700
	$ 124.320

	1/01/2017
	16/10/2017
	38
	$ 83.140
	$ 105.311

	TOTAL
	$ 271.564


Prestaciones sociales y vacaciones: A la demandante se le adeudan las sumas que se exponen en la siguiente liquidación: 

	DESDE
	HASTA
	No DIAS
	SALARIO
	PRIMA DE SERVICIOS
	CESANTIAS
	INT. CESANTIAS
	VACACIONES

	21/01/2006
	31/12/2006
	45
	$ 58.286
	prescrito
	$ 8.081
	prescrito
	prescrito

	1/01/2007
	31/12/2007
	48
	$ 61.957
	prescrito
	$ 9.164
	prescrito
	prescrito

	1/01/2008
	31/12/2008
	48
	$ 65.929
	prescrito
	$ 9.768
	prescrito
	prescrito

	1/01/2009
	31/12/2009
	48
	$ 70.986
	prescrito
	$ 10.519
	prescrito
	prescrito

	1/01/2010
	31/12/2010
	48
	$ 73.571
	prescrito
	$ 10.903
	prescrito
	prescrito

	1/01/2011
	31/12/2011
	48
	$ 76.514
	prescrito
	$ 11.333
	prescrito
	prescrito

	1/01/2012
	31/12/2012
	48
	$ 80.957
	prescrito
	$ 12.000
	prescrito
	prescrito

	1/01/2013
	31/12/2013
	48
	$ 84.214
	prescrito
	$ 12.482
	prescrito
	prescrito

	1/01/2014
	31/12/2014
	48
	$ 88.000
	prescrito
	$ 13.022
	prescrito
	$ 7.026

	1/01/2015
	24/08/2015
	31
	$ 92.050
	prescrito junio
	$ 13.589
	$ 1.631
	$ 7.026

	25/08/2015
	31/12/2015
	17
	$ 92.050
	$ 6.794
	
	
	

	1/01/2016
	31/12/2016
	48
	$ 98.494
	$ 14.514
	$ 14.514
	$ 1.742
	$ 7.026

	1/01/2017
	16/10/2017
	38
	$ 105.388
	$ 12.294
	$ 12.294
	$ 1.168
	$ 5.562

	TOTAL
	$ 33.603
	$ 137.668
	$ 4.540
	$ 26.640


Indemnización por despido sin justa causa: Según la jurisprudencia laboral vigente, al trabajador o trabajadora sólo le corresponde demostrar el despido, para que la carga de la prueba recaiga sobre su empleador, en el sentido de que a este último le corresponde desplegar toda su actividad probatoria, con el único fin de acreditar que el despido se produjo atendiendo unas justas causas. 

En el presente caso, era responsabilidad de la demandante, Carolina Ballesteros, demostrar que su salida del puesto de trabajo fue producto de una decisión unilateral de su empleador.

Sin embargo, en el proceso no se aportaron pruebas que evidenciaran la existencia de un despido en estos términos. Incluso el testigo propuesto por la demandante, Óscar Julián Álvarez, no pudo dar testimonio sobre el supuesto despido, ya que, al momento de los hechos, se encontraba de viaje y, al regresar, solo recibió la información de la demandante de que no continuaba laborando con los demandados debido a "pequeños inconvenientes entre ellos".
En ausencia de pruebas claras que acrediten que el empleador tomó la decisión de terminar unilateralmente la relación laboral, no puede concluirse que hubo un despido sin justa causa. Por lo tanto, no existe fundamento jurídico para ordenar el pago de una indemnización por despido injustificado en este caso.

Indemnización moratoria y sanción por no consignación de las cesantías y por no pago de intereses a las cesantías: Las indemnizaciones moratorias estipuladas en el artículo 65 del Código Sustantivo del Trabajo y en el artículo 99 de la Ley 50 de 1990 no se aplican automáticamente por el mero incumplimiento o retardo en el pago. Es necesario verificar si el empleador actuó de buena fe, entendida como la convicción de haber procedido con lealtad y honradez hacia el trabajador. La Corte Suprema de Justicia ha indicado que el juez debe realizar un examen minucioso del comportamiento del empleador como deudor moroso y de todas las pruebas y circunstancias que rodearon la relación laboral, para determinar si los argumentos de la defensa son razonables y aceptables.

En este orden de ideas, es necesario señalar que los demandados no aportaron prueba de la consignación de las cesantías y en cuanto a los emolumentos reclamados al término del contrato que dan lugar a la indemnización contenida en el artículo 65 del C.S.T. esto es, salarios y prestaciones sociales, conforme a lo dispuesto, al finiquito laboral a la demandante se le adeudaba la suma de $175.811, por estos conceptos. 
En cuanto a las razones por las cuales no se sufragaron los derechos de índole laboral, la parte pasiva de la litis dejó desprovista la carga probatoria que le asistía, esto es, demostrar que obró sin intensión fraudulenta, con rectitud y honradez, respecto del trabajador, tal como lo explicó la Corte Suprema de Justicia en la Sentencia CSJ SL643-2023, en los siguientes términos:

“En relación a quien debe asumir la carga de probar, la Sala ha establecido, que es al empleador, a quien le corresponde el deber de demostrar que actuó sin la intención de defraudar los derechos del trabajador, tal como se expuso en la sentencia CSJ SL199-2021, reiterada en SL 3072-2023.”

Sin embargo, teniendo en cuenta que la defensa de los convocados al litigio se circunscribió al desconocimiento de la prestación del servicio por parte de la señora Carolina Ballesteros, y, por tanto, no encausaron la defensa, en algún tipo de hecho que hiciera dudar o cuestionar la naturaleza de la relación de trabajo que los ató, o en su defecto que, en el curso de esta, pagaron lo que creían deber, se fulminará condena por ambas indemnizaciones.
En consecuencia, a la accionada se le adeuda a título por no consignación oportuna de cesantías, la suma de $2.400.365, liquidada así: 

	DESDE
	HASTA
	No DIAS
	SALARIO
	TOTAL

	24/08/2015
	15/02/2016
	172
	$ 88.000
	$ 504.533

	16/02/2016
	15/02/2017
	360
	$ 92.050
	$ 1.104.600

	16/02/2017
	16/10/2017
	241
	$ 98.494
	$ 791.232

	TOTAL
	$ 2.400.365


Cabe subrayar que la sanción exigible con antelación al 24 de agosto de 2015 se encuentra prescrita.

En lo que atañe a la indemnización contenida en el artículo 65 del Código Sustantivo de Trabajo se condenará a reconocer y pagar la suma diaria de $3.513 desde el 17 de octubre de 2017 y hasta que se haga efectivo el pago de las prestaciones sociales, suma que a la fecha de corte de la sentencia (31 de diciembre de 2024) asciende a $9.112.722, como se ve en el cuadro que contiene la operación aritmética, sin perjuicio de lo que se cause hasta el pago total de la obligación principal: 

	DESDE 
	HASTA 
	No DIAS
	VALOR DIARIO SALARIO
	TOTAL

	17/10/2017
	31/12/2024
	2594
	$ 3.513
	$ 9.112.722



Por último, teniendo en cuenta que ninguna de estas condenas mantiene actualizado el valor de lo reconocido por concepto de vacaciones, se dispondrá la indexación de dicho concepto conforme a lo ordenado por el máximo órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria laboral en la sentencia CSJ SL379-2023. 

6.9. Costas.
Las costas de ambas instancias serán asumidas por los herederos determinados e indeterminados de la señora Magdy Ramírez Uribe y del señor Hernán Ramírez Uribe, así como por Margarita Ramírez Uribe y María Cristina Ramírez Uribe, en favor de la demandante, en un 70% de las causadas en ambas instancias, conforme a lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 365 del Código General del Proceso. Asimismo, dado que el señor Gerardo Ramírez Uribe ha sido absuelto, se condenará en costas a Carolina Ballesteros Zapata respecto de él. Liquídense las costas por la Secretaría del juzgado de origen.
En mérito de lo expuesto, Sala Cuarta De Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,   
   
RESUELVE   
   
PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida el 8 de febrero de 2023 por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito dentro del proceso de la referencia. 
SEGUNDO: DECLARAR la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido entre Carolina Ballesteros Zapata y las demandadas Margarita Ramírez Uribe y María Cristina Ramírez Uribe desde el 20 de enero de 2006 hasta el 16 de octubre de 2017.
TERCERO: DECLARAR parcialmente probada la excepción de prescripción de los derechos exigibles con anterioridad al 24 de agosto de 2015. 

CUARTO: CONDENAR a las demandadas Margarita Ramírez Uribe y María Cristina Ramírez Uribe a pagar a la señora Carolina Ballesteros Zapata, las siguientes sumas de dinero: 
Auxilio de transporte: $271.564
Prima de servicios: $33.603
Cesantías: $137.668
Intereses a las cesantías: $4.540
Vacaciones: $26.640, debidamente indexadas al momento del pago.
Indemnización artículo 99 Ley 50 de 1990:  $2.400.365.
QUINTO: CONDENAR a las demandadas Margarita Ramírez Uribe y María Cristina Ramírez Uribe a reconocer y pagar a favor de Carolina Ballesteros Zapata la indemnización moratoria consagrada en el artículo 65 del C.S.T a razón de $3.516 diarios a partir del 17 de octubre de 2017 y hasta cuando se verifique el pago de las prestaciones sociales objeto de condena. Dicha sanción al 31 de diciembre de 2024, fecha de corte de la presente sentencia asciende a la suma de $9.112.722 sin perjuicio de lo que se cause hasta el pago total de la obligación principal.
SEXTO: CONDENAR solidariamente a Herederos determinados e indeterminados de la señora Magdy Ramírez Uribe y del señor Hernán Ramírez Uribe, Margarita Ramírez Uribe y María Cristina Ramírez Uribe, en virtud del artículo 69 del C.S.T, según lo expuesto en la parte motiva.
SÉPTIMO: Negar las demás pretensiones de la demanda. 

OCTAVO: Costas conforme a lo indicado en la parte considerativa.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
La Magistrada,
Con firma electrónica al final del documento

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

Los Magistrados,

Con firma electrónica al final del documento

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Salva voto 

Con firma electrónica al final del documento

GERMAN DARIO GOEZ VINASCO
� Archivo 08 cuaderno de primera instancia. 


� Archivo 14 cuaderno de primera instancia.


� Archivo 31 cuaderno de primera instancia.


� Archivo 35 cuaderno de primera instancia.


� Archivo 38 cuaderno de primera instancia.


� “(…) el juez no tenía por qué verificar si esa actividad laboral se hizo bajo subordinación laboral, pues ese hecho debió considerarlo debidamente acreditado por razón de la presunción consagrada en la norma legal que infringió directamente. Toda vez que esa presunción es de naturaleza legal y, por lo tanto, susceptible de ser desvirtuada, ha debido entonces el fallador indagar si la presunción se desvirtuó por la parte demandada, acreditando que los servicios se prestaron de manera independiente, esto es, su labor de análisis de las pruebas se debió orientar a encontrar la autonomía en la prestación de los servicios, mas no la subordinación, que, en principio, estaba acreditada por ministerio de la ley”.





� “En cualquier caso, las declaraciones de parte, entregadas dentro o fuera del proceso, merece especial atención, no sólo por la riqueza de contenido que suele exhibir, sino también por la confiabilidad que a menudo ofrece la información que pueda militar en contra del mismo declarante. Claro está que ningún mérito probatorio puede atribuirse a la narración que la parte haga en su exclusivo beneficio”.


� Archivo 12, páginas 5 a 8 cuaderno de primera instancia. 


� Archivo 04 cuaderno de primera instancia. 


� Tribunal Superior de Pereira- Sala Laboral, providencia del 4 de septiembre de 2024, bajo radicado 66001310500520190040901 dentro del proceso ordinario promovido por María Mercedes León Muñoz en contra de Carlos Roberto Arango Arias. M.P. Olga Lucía Hoyos Sepúlveda.
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